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1. El pasado año, la editorial Tec-
nos editó la traducción al castellano 
del libro de Émile Chartier (1868-
1951), más conocido por el seudónimo 
de Alain,  Propos sur les pouvoirs, con el 
título El ciudadano contra los poderes. Un 
libro de obligada lectura para entender 
el pensamiento político radical francés. 
La edición se completa con un excelen-
te estudio introductorio titulado Alain 
y la causa de la política. Una introducción 
para españoles, del profesor Eloy García, 
catedrático de Derecho Constitucio-
nal. La traducción ha corrido cargo del 
profesor de Derecho Internacional Joa-
quín Ibáñez. 

Con este nuevo libro de la esplén-
dida colección de Clásicos del Pensamien-
to, que dirige con encomiable esfuerzo 
académico el propio profesor Eloy Gar-
cía, la editorial Tecnos incorpora la 
aportación al pensamiento político de 
este autor francés, símbolo señero de la 
III República que fué Alain y sus Pro-
pos, más bien poco conocidos en Espa-
ña. Una aportación importante a la ya 
de por si excelente colección que inte-
gra a los aproximadamente ciento 
ochenta títulos publicados hasta la fe-
cha. A través de ellos el lector académi-
co de ciencias sociales en lengua caste-
llana, tiene a su alcance un amplio catá-

logo de autores tanto del pensamiento 
político como también jurídico que 
resultan imprescindibles para el cono-
cimiento del Estado y del Derecho que 
da forma al poder político. 

En la cuidada presentación edito-
rial del libro se hace mención a que los 
Propos de Alain son una pieza maestra 
de la cultura francesa y que —en expre-
sión del jurista René Capitant— encar-
naron los fundamentos ideológicos de 
la III República (1870-1940). Los pro-
pos, esto es, las palabras, las declaracio-
nes en torno a un tema, a cualquier 
tema, publicados en la prensa diaria, 
fueron a lo largo de más de treinta años 
la vía a través de la que el profesor de 
filosofía del Lycée Henri IV Émile 
Chartier, se pronunciaba sobre las cues-
tiones más diversas y controvertidas de 
la vida francesa, acerca de las cuales el 
autor tomó postura política activa. 

Es una aseveración compartida 
que los Propos constituyen una pieza 
del buen francés escrito y prueba de 
ello se encuentran publicados en la 
prestigiosa colección de La Pléiade. En 
este senitdo, Alain constituyó un pre-
cedente de la figura social del intelec-
tual comprometido (engagé), un modo 
de comportamiento e, incluso, un fe-
nómeno social tan arraigado en otros 

Alain, El ciudadano contra los poderes, Est. Prel. y notas de Eloy García, Traduc-
ción de Joaquín Ibáñez. Tecnos, Madrid 2016.
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tiempos de la vida política francesa y 
hoy en franca decadencia en la —por 
otra parte— siempre activa opinión 
pública. 

Los Propos fueron textos cortos so-
bre los que Alain se pronunciaba acer-
ca de cualquier aspecto de la vida polí-
tica y social de su país, pero fue con 
ocasión de su toma de postura denun-
ciando, al igual que Émile Zola en su 
J’accuse, la arbitrariedad cometida por 
Francia en l’affaire Dreyfus (1894), en 
el que adoptará un firme compromiso 
de defensa la República contra sus ene-
migos no sólo interiores sino también 
los exteriores. Seguramente es a partir 
de entonces cuando en sus pronuncia-
mientos respecto de los temas y con-
troversias más diversos que irá cons-
truyendo el armazón de un discurso 
republicano, en el que la selección de 
Propos que ahora se publica bajo el tí-
tulo de El ciudadano contra los poderes, se 
convierten en un referente de obligada 
consulta para mejor comprender su po-
sición en relación algunos de los pila-
res con los que se construyó el régimen 
de la III República. El laicismo y el 
papel de la educación en la República 
de los profesores, como fundamento de 
la ciudadanía; la guerra y el pacifismo 
o el radicalismo político. Sobre estos 
temas gira el discurso republicano de 
los Propos. 

2. El laicismo fue una de las señas 
de identidad de la III República que 
ha pervivido también como un símbo-
lo tanto de la IV como de la V, cuya 
Constitución de 1958, en su artículo 
primero define la República como lai-
ca, sin perjuicio de ser Francia un país 
con una apreciable mayoría católica en 
la población. Un símbolo que se man-

tiene, a pesar de los intentos revisio-
nistas de puro oportunismo político 
llevados a cabos por el Presidente Sar-
kozy (2007-2012) en el contexto del 
debate electoral, a través de la vaporosa 
idea de la laicidad positiva que no lle-
gó a traducirse en nada concreto.

El referente normativo de la gran 
obra que sobre este tema emprendió el 
régimen republicano se encuentra en 
las leyes de asociaciones de 1901 y de 
separación entre la Iglesia y el Estado 
de 1905, impulsadas por los gobiernos 
Combes y Waldeck-Rousseau y en la 
reforma educativa impulsada por Jules 
Ferry también en 1905. Como pone de 
relieve Eloy García en su estudio intro-
ductorio respecto del pensamiento de 
Alain sobre las relaciones Iglesia-Esta-
do, el gran adversario de la capacidad 
de raciocinio del ser humano, de la au-
tocomprensión humana, lo encarnaba 
la función alienante que representaba 
la Iglesia católica. Y ello a pesar de las 
reformas secularizadoras ya realizadas 
hasta entonces, dada la notable presen-
cia que ostentaba en la enseñanza y la 
influencia que ejercía en otros aspectos 
de la vida colectiva, disponiendo de  
un notable poder para seguir mante-
niendo la organización del consenti-
miento de las personas. 

Las leyes de 1901 y 1905 respon-
dían al proyecto republicano fundado 
en la necesidad de someter la Iglesia 
al Estado y expulsarla de cualquier 
función considerada de responsabili-
dad de la colectividad. Esta legisla-
ción supuso un paso cualitativo muy 
importante para arraigar la cultura 
republicana, atribuyendo la suprema-
cía al Estado en tanto que titular de 
aquello que era de interés colectivo. Y 
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la educación lo era. Se trataba de una 
cuestión vital para la República y los 
valores en los que debía sustentarse, 
entre ellos el culto a la Razón como 
fundamento del régimen nacido en 
condiciones especialmente difíciles el 
4 de septiembre de 1870. 

Por tanto, la obra de Alain es un 
producto de la filosofía política que 
inspira a la III República, la République 
des professeurs, en expresión que hará 
fortuna para identificar a la Francia de 
la primera mitad del siglo XX. Su tra-
yectoria como agregé en diversos insti-
tutos de Francia, especialmente en 
Rouen y Paris, la forma en que ejercía 
docencia. la atracción que ejercía sobre 
el alumnado, la originalidad de su pe-
dagogía —como se subraya en el estu-
dio previo— destinada a provocar la 
reflexión crítica y a pensar con libertad 
así como el valor de la argumentación, 
son tributarios del nuevo espacio polí-
tico de libertad y razón que con la Re-
pública se había abierto. 

La última lección de Émile Char-
tier el sábado 1 de julio de 1933 en la 
khâgne (en el argot estudiantil, era la 
denominación que se atribuía al curso 
especializado previsto después del ba-
chillerato y destinado a preparar el ac-
ceso a la École Normale Supérieure, la 
institución en la que se preparaba la 
oposición a la agregación en letras, si-
milar a la cátedra de instituto de hu-
manidades en España) representaba la 
síntesis de aquella República de profe-
sores de la que Alain fue un referente. 
Un modelo de régimen en el que tam-
bién en el ámbito de la educación se 
inspiraría la República española de 
1931 y el Presidente Manuel Azaña 
como uno de sus símbolos.

3.  Otro de los aspectos que defi-
nen el pensamiento de Alain presente 
en los Propos es su beligerante posición 
antibelicista frente a la guerra. La III 
República nació precariamente en ple-
na guerra franco prusiana (1870-
1871), un conflicto que se saldó con la 
derrota francesa tras la decisiva batalla 
de Sedán y la pérdida de Alsacia y Lo-
rena. La guerra moderna era el funda-
mento de la dominación que el Impe-
rio prusiano pretendía imponer en Eu-
ropa y para Alain suponía la masacre 
de los mejores. En defensa de su posi-
ción discrepó, situándose en la misma 
línea de oposición al conflicto que sos-
tenía Jean Jaurès (1859-1914), de la 
promovida por el belicista Raymond  
Poincaré (1860-1934) cuando éste ac-
cedió a la presidencia de la República. 

En su pensamiento, la guerra 
constituía la negación de la esencia hu-
mana porque ya no es una manifesta-
ción de la política, sino la genuina ex-
presión de un poder cuya una única 
aspiración es la dominación de los 
hombres privándolos de su libertad. 
No obstante, ante la masacre que su-
puso el enfrentamiento bélico entre 
1914 y 1918 Alain no se inhibió y par-
ticipó en la condición de voluntario 
como una manera —en palabras de 
Eloy García en el estudio introducto-
rio— de expresar su patriotismo repu-
blicano o, si se quiere, su patriotismo 
ciudadano y democrático ante la ma-
tanza de hombres que ya se estaba pro-
duciendo. Pero para él, la guerra y el 
militarismo se había convertido en 
máquina fatal al servicio de la domina-
ción de unos pocos, destinada a produ-
cir una despiadada matanza que per-
mitía mantener sometida a su obedien-



UNED.  Teoría y Realidad Constitucional, núm. 40, 2017, pp. 579-586

582	 RECENSIONES	

cia a la gran masa humana.  Y de hecho 
eso significó la I Guerra Mundial, un 
conflicto en el que se enzarzaron las 
clases dominantes de las grandes po-
tencias europeas para controlar sus zo-
nas de influencia en las colonias y de 
las que el Imperio alemán se considera-
ba preterido. 

4. El radicalismo como expresión 
de una cultura política que hizo fortu-
na en Francia fue, sin duda, la aporta-
ción a la forma de entender la política 
por la que Alain puede ser identifica-
do. Se trataba de un nuevo discurso re-
publicano, autónomo de la tradición 
republicana anglosajona que había re-
presentado Harrington. Los rasgos que 
darán contenido a esta forma de enten-
der la política se concretaban en la au-
todeterminación política del ciudada-
no, esto es, en su capacidad para vivere 
civile, de decidir individualmente so-
bre los asuntos que le conciernen. Y, 
en segundo lugar, en la concepción de 
la enseñanza y la cultura como instru-
mentos a través de los cuales el hombre 
puede manifestarse con libertad. 

El radicalismo era concebido 
como una cultura cívica que hará del 
ciudadano un sujeto implicado en el 
debate político. De tal manera que en 
la Europa democrática del siglo XX, 
todas las cuestiones de orden personal 
o colectivo son abordadas en su dimen-
sión política y los ciudadanos republi-
canos se ven involucrados activamente 
en los debates opinando y participando 
de forma individual o través de insti-

tuciones y partidos políticos. El sustra-
to del radicalismo se fundaba en una 
intensa politización social. Y es en este 
contexto en el que la Constitución se 
encuentra al servicio de una política 
cívica. En la Francia de la IV Repúbli-
ca el discurso radical encontraría un 
eco importante y, probablemente, Pie-
rre Mendès-France (1907-1982) y su 
obra La République moderne sería el refe-
rente más significado.

	 En todo caso, el radicalismo 
político de Alain se manifestaba más 
en el terreno de las condiciones perso-
nales del ejercicio de la libertad que, 
por supuesto, en las que pertenecían al 
orden estructural. Por tanto, su posi-
ción se ubicaba en el terreno del indi-
vidualismo político. Como se subraya 
en el estudio introductorio, la filosofía 
que se trasluce de la selección de los 
Propos que bajo el título El ciudadano 
contra los poderes que ahora se publican 
por la editorial Tecnos, responde a un 
planteamiento en el que «… es el hom-
bre que rechaza obedecer a nadie que no sea 
él mismo, porque sabe que no existe ningún 
poder (legítimo) al margen de la política o, 
entiende que en democracia no cabe separar 
el poder de la política y hacer del primero 
una realidad autónoma sin el aval o al 
margen de la segunda». Una conclusión, 
ciertamente, tributaria del pensamien-
to político de Maquiavelo. 

MARC CARRILLO

Catedrático de Derecho Constitucional 
Universidad Pompeu Fabra
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La ausencia de postulados consti-
tucionales claros en lo concerniente al 
tratamiento jurídico del menor no 
acompañado ha provocado contradic-
ciones y lagunas jurídicas que vulneran 
derechos y generan inseguridad jurídi-
ca. Así comienza el libro de Lucía 
Alonso Sanz, anunciando desde el pri-
mer momento la intención del mismo: 
abordar «un reto pendiente del consti-
tucionalismo actual», la definición del 
estatuto menor del inmigrante no 
acompañado.

La dificultad del tema salta a la 
vista. En primer lugar por su carácter 
transversal, pero sobre todo porque el 
objetivo no puede alcanzarse sino a 
partir de la definición del estatuto 
constitucional del menor (artículos 12 
y 39.4 CE) y del extranjero (art. 13 
CE). La construcción de uno y otro 
«constituye una asignatura pendiente 
de la disciplina constitucional», ad-
vierte la autora. Extraer conclusiones a 
partir de algo que no está suficiente-
mente claro, ciertamente no es fácil.

Hemos de reconocer que quien es-
cribe estas líneas tiene alguna reserva 
en relación con esa tarea que según la 
autora aún está por hacer, pues en 
nuestra opinión no es poca la legisla-
ción y la jurisprudencia que tiene por 
objeto a los menores y a los extranje-
ros. De lo que no tenemos ninguna 
duda es sobre la necesidad y la comple-
jidad de la empresa que con valentía 
Lucía Alonso acomete. Las condiciones 
de titularidad y ejercicio de los dere-

chos fundamentales de los menores no 
acompañados todavía se encuentran en 
fase de exploración. Las zonas de pe-
numbra no escasean, y ello genera a 
veces una inseguridad jurídica difícil-
mente explicable. 

En España el número de menores 
extranjeros no acompañados ronda los 
4.000. En 2011, la Resolución 1810 
de la Asamblea Parlamentaria del Con-
sejo de Europa reconocía que en el con-
junto de los 47 Estados de esta organi-
zación, el número (solo) de varones 
entre los 14 y l7 años superaba los 
100.000. Por tratarse de movimientos 
al margen de la ley, hemos de advertir 
que estos datos probablemente no sean 
exactos, pero nos permiten tener una 
idea aproximada de un fenómeno que 
no responde a una circunstancia tem-
poral sino a una realidad que exige un 
enfoque común, como la propia Comi-
sión europea advierte en su informe 
intermedio sobre la aplicación del Plan 
de Acción sobre los Menores no Acom-
pañados [COM (2012) 554 final, de 28 
de septiembre].

Conocer la cantidad de afectados 
nos permite tener una idea de la di-
mensión del problema, pero los dere-
chos humanos no atienden a la lógica 
de los números. Advertida la lesión, 
hay que buscar el remedio que garanti-
ce en la medida de lo posible la no re-
petición del daño. En esta dirección, la 
autora ha pretendido aportar «una teo-
ría para la normalización constitucio-
nal de los estatutos del menor, del ex-

Alonso Sanz, Lucía, El estatuto constitucional del menor inmigrante, Centro de 
Estudios Políticos y Constitucionales, Madrid, 2016.
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tranjero y, en base a ello, del menor 
extranjero no acompañado», recono-
ciendo que «más que intentar ofrecer 
soluciones definitivas a los concretos 
problemas existentes, esta investiga-
ción pretende identificar reglas argu-
mentativas para su resolución, cohe-
rentes con la lógica constitucional». 

Entre esas reglas destaca especial-
mente aquella que advierte que no ca-
ben medidas restrictivas de derechos 
que no tengan como finalidad proteger 
a los menores, con independencia de la 
nacionalidad y la situación administra-
tiva de los mismos. Quizás se trate de 
un principio bien conocido, pero el 
mérito está en dar ese paso más que 
consiste no sólo en estudiar la ley sino 
en comprobar si efectivamente ésta se 
cumple, proponiendo fórmulas capaces 
de esquivar los inconvenientes que en 
la práctica se advierten. En la materia, 
estas medidas solo pueden ser las que 
se adopten a la luz del principio del in-
terés superior del menor.

Por lo que a la estructura del libro 
se refiere, el primer capítulo está dedi-
cado al tratamiento constitucional del 
menor no acompañado. En él se aborda 
principalmente la cuestión de la titu-
laridad y ejercicio de los derechos fun-
damentales, insistiendo en que  la pre-
valencia de la condición de menor so-
bre la de inmigrante debiera ser la lí-
nea maestra a la hora de construir el 
estatuto constitucional del menor no 
acompañado.

El capítulo segundo se centra en la 
protección supranacional de estos me-
nores. Básicamente, en él se estudia el 
tratamiento que este colectivo recibe 
tanto en el Derecho Internacional Pú-
blico como en el Derecho de la Unión 

Europea. Habida cuenta de las compe-
tencias cedidas a la Unión y del alcance 
de las Sentencias del Tribunal de Es-
trasburgo, esta parte del libro nos pa-
rece de particular interés. Diversos 
textos, tanto de la Unión Europea 
como del Consejo de Europa, subrayan 
que la naturaleza transnacional del fe-
nómeno de la inmigración exige solu-
ciones a nivel europeo, y es cierto que 
desde que el Consejo Europeo de Tam-
pere (1999) así lo advirtiera, los avan-
ces han sido significativos, pero diver-
sos informes, estudios y análisis de-
muestran que es mucho el camino que 
aún queda por recorrer.  

Efectivamente, los documentos 
aprobados en el Consejo de Europa en-
tre 2011 y 2012 insisten en la necesi-
dad de atajar un problema que la Reso-
lución del Consejo de la Unión Euro-
pea, de 26 de junio de 1997, ya puso 
sobre la mesa: el que se deriva de la 
llegada, estancia y retorno de los me-
nores no acompañados en Europa. Sin 
duda, esa preocupación hay que valo-
rarla positivamente, pero considera-
mos que hay que denunciar la actitud 
renuente de los Estados, que, quizás 
conscientes de que la realidad de la in-
migración infantil va in crescendo, si-
guen bloqueando la posibilidad de ar-
ticular un procedimiento marco que 
regule las medidas a adoptar a partir 
de la detención de un menor a causa de 
su irregularidad administrativa. Es por 
eso que quien subscribe agradece estu-
dios como el que estoy presentándoles, 
que además de hacer visibles esas difi-
cultades, trata de ofrecer soluciones. 

En el Derecho migratorio europeo 
ha primado más hasta la fecha la preo-
cupación por la protección de las fron-
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teras que la protección y promoción de 
los derechos humanos. Siendo lógica-
mente legítimo el interés de los Esta-
dos soberanos por la salvaguarda del 
territorio, enfrente tenemos a niños 
especialmente vulnerables a la violen-
cia, a los abusos, y en particular a la 
trata de seres humanos.

En clave positiva, hay que desta-
car el valor de la normativa y de la ju-
risprudencia dictada en el seno del 
Consejo de Europa, advirtiendo la ne-
cesidad de una interpretación secundum 
conventionem del estatuto jurídico del 
menor no acompañado, tal y como or-
dena la Constitución en el artículo 
10.2. Así es, el principio constitucio-
nal de apertura internacional que en-
contramos en este precepto ha de apli-
carse de forma especialmente intensa 
en el tratamiento del menor no acom-
pañado. Por esta razón coincidimos 
con la autora en la crítica a la Directiva 
de Retorno, en cuanto prevé para los 
menores no acompañados medidas 
como la expulsión, el internamiento 
previo a la misma y la posterior prohi-
bición de entrada al territorio europeo. 
Estas soluciones restringen derechos 
fundamentales en pos de la lucha con-
tra la inmigración irregular. 

En nuestra opinión, la estabilidad 
del andamiaje que representa el siste-
ma de protección de los derechos res-
pecto de los menores extranjeros no 
acompañados deja mucho que desear. 
Así lo hemos denunciado en un par de 
artículos que tuvimos ocasión de pu-
blicar en Teoría y Realidad Constitu-
cional (2013, núm. 32, págs. 481-497) 
y en la Revista de Derecho Comunita-
rio Europeo (2013, núm. 46, pp. 
1061-1090): aún cuando la Unión Eu-

ropea y el Consejo de Europa coinciden 
en calificar de cuestión prioritaria la 
necesidad de proteger a este colectivo, 
varios documentos aprobados en el 
seno de estas organizaciones durante 
los últimos años advierten del incum-
plimiento sistemático de la Conven-
ción de Naciones Unidas sobre los De-
rechos del Niño. La fragilidad de estas 
personas exige una mayor determina-
ción, pues las posibilidades que tienen 
de caer en la pobreza y en la exclusión 
social son más que evidentes.

Tras este enfoque europeo, el capí-
tulo tercero aborda el difícil deslinde 
de las competencias estatales, autonó-
micas y municipales en la materia, en 
el que se realiza una propuesta en favor 
de la legitimidad y seguridad del siste-
ma competencial a partir de los princi-
pios de coordinación y cooperación. Al 
respecto, Lucía Alonso consideraría  
conveniente que el Estado estableciera 
un mínimo común normativo en el 
tratamiento de los menores no acom-
pañados. El problema, como ella mis-
ma advierte, es que el Estado no tiene 
competencia en materia de protección 
de menores, ni siquiera para coordinar.

Por último, el capítulo cuarto 
aborda algunos de los problemas deri-
vados del tratamiento jurídico de los 
menores no acompañados que la prác-
tica ha puesto de manifiesto. Entre 
otros, la autora se detiene con particu-
lar atención en los protocolos de actua-
ción a seguir en los primeros momen-
tos, esto es, cuando los menores son 
advertidos por la autoridad pública 
(identificación, determinación de la 
edad y puesta a disposición de los ser-
vicios de protección);  el procedimien-
to de repatriación al país de origen, o a 
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aquél donde residan los familiares; los 
problemas relativos a la documenta-
ción, y diversas cuestiones en torno a la 
representación independiente  y a la 
protección institucional de estos me-
nores. Sobre todos ellos se realizan una 
serie de consideraciones sobre la vali-
dez de las limitaciones al ejercicio de 
ciertos derechos fundamentales, no 
tanto con el ánimo de ofrecer solucio-
nes concretas como de brindar un mé-
todo para abordarlos de conformidad 
con los postulados constitucionales.

Una de las cuestiones especial-
mente tratadas en este capítulo es la 
relativa a la repatriación, que sólo debe 
ordenarse cuando el interés superior 
del menor así lo aconseje, tras la trami-
tación de un procedimiento con las de-
bidas garantías de motivación, defensa 
y después de haber escuchado al afecta-
do sobre sus circunstancias familiares y 
sociales. Al respecto, permítasenos re-
cordar que la Resolución 1810 (2011) 
del Consejo de Europa y el Plan de Ac-
ción sobre los menores no acompaña-
dos de la UE (2010-2014) recuerdan 
que un menor no puede ser rechazado 
en frontera de manera automática, sino 
puesto a disposición de un tutor que 
pueda velar por sus derechos.  A tal 
efecto, y en el mismo sentido que 
apunta la autora, la Recomendación 
del Comité de Ministros de 12 de ju-
nio de 2007 ya advirtió la necesidad de 
buscar «soluciones duraderas de futu-
ro» para los menores migrantes no 
acompañados. 

La realidad de los hechos no se co-
rresponde con los buenos propósitos 
que de las declaraciones formales se de-
rivan. Del estudio que Lucía Alonso nos 
presenta en forma de monografía se de-

riva la imperiosa necesidad de reforzar 
los mecanismos de garantías de los de-
rechos que conciernen a los menores ex-
tranjeros no acompañados. Se trata de 
una conclusión a la que nosotros tam-
bién llegamos en los trabajos que ya he-
mos citado y que otros estudios igual-
mente han denunciado. El propio Tri-
bunal Europeo de Derechos Humanos 
ha advertido en varias ocasiones la par-
ticular fragilidad de este colectivo, su-
brayando que precisamente por ello, la 
obligación estatal de proporcionar una 
protección efectiva se hace imprescindi-
ble (por todas, Rahimi c. Grecia, de 5 de 
abril de 2011 o Mubilanzila Mayeka y 
Kanili Mitunga c. Bélgica, de 12 Octubre 
de 2006). En España, la necesidad de 
incrementar esfuerzos en esta tarea que-
da por ejemplo en evidencia cuando ad-
vertimos el fracaso de los programas de 
integración que se desarrollan en los 
centros de acogida de menores, pues la 
mayoría de ellos quedan en situación de 
irregularidad al cumplir los dieciocho 
años.

Probablemente, las dificultades a 
las que se enfrentan los menores ex-
tranjeros no acompañados estén ya 
identificadas, pero ofrecer soluciones 
desde el conocimiento real de este 
complicado terreno no es tan fácil. 
Como señala Javier García Roca en el 
prólogo, Lucía Alonso aborda con ri-
gor y profundidad una serie de proble-
mas ofreciendo fórmulas compatibles 
con los principios en los que la Consti-
tución se inspira.
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